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INTRODUCCIÓN 

Si partimos de la base de que toda 
vacunación trata en definitiva de la 

injerencia o introducción de sustancias 
ajenas al cuerpo, es evidente que lo pri­
mero que debería tenerse en cuenta es la 
voluntad de la persona a prestar su con­
sentimiento para recibir cualquier tipo 
de vacuna. Por tanto una contestación 
simple y sencilla a la pregunta ¿es obli­
gatoria la vacunación?, sería la de que la 
persona debe acceder a ella de forma 
voluntaria y libre. 

Sin embargo no se trata de un proble­
ma tan sencillo de resolver, puesto que 
hemos de tener en cuenta dos factores 
que se dan normalmente en el momento 
en que se tiene que vacunar a una perso­
na; el primero, el hecho de que se nos 
dice que por medio de la vacunación no 
sólo se está protegiendo a aquella perso­
na que se vacuna sino a la colectividad, 
y segundo, el hecho de que lo normal es 
que quien recibe la vacuna sea un menor, 
y en consecuencia la decisión la toman 
los padres ya que no puede prestar con­
sentimiento racional el hijo que la reci­
be. 

Planteadas estas dos premisas, que 
son esenciales, la respuesta a la pregunta 
no es tan sencilla, por ello, y dejando de 
lado las diversas posturas morales y éti­
cas que puedan existir, es necesario acu­
dir a una óptica jurídica para intentar 
llegar a una conclusión. 

En el presente trabajo se va a analizar 
el tratamiento jurídico que recibe la va­
cunación obligatoria desde los tres 

ordenamientos siguientes: 
1) La Constitución Española. 
2) Aspectos de la Legislación Estatal. 
3) Legislación Autonómica de Catalunya. 

Una vez que hayamos analizado el 
problema en base a esos tres cuerpos 
jurídicos, estaremos en condiciones de 
obtener una conClusión, con la que ter­
minaremos el presente estudio. 

PUNTO DE VISTA 
CONSTITUCIONAL 

La Constitución Española no contiene 
ningún precepto que regule de forma 

específica y concreta el tema de la vacu­
nación; por ello es necesario planteamos 
si a través de una yacunación obligatoria 
se puede estar vulnerando alguno de los 
derechos fundamentales de la persona 
garantizados en la Constitución, como 
son: 
a) El derecho a la integridad física y 

moral, y el derecho a la vida. 
b) El derecho a la libertad. 
e) El derecho a la intimidad personal. 

El derecho a la integridad física y 
moral de las personas, y el derecho fun­
damental a la vida quedan garantizados 
en el artículo 15  de la Constitución ("To­
dos tienen derecho a la vida y a la inte­
gridad física y moral, sin que, en ningún 
caso, puedan ser sometidos a (. . .  ) tratos 
inhumanos o degradantes") .  El derecho 
a la libertad, que lleva implícito el dere­
cho a la libertad física, queda garantiza- · 

do en el artículo 1 7, punto 1 ("Toda 
persona tiene derecho a la libertad y a la 
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seguridacf'). Por último, el derecho a la 
intimidad personal queda expresado en 
el artículo 18 ,  punto l .  

Una vez determinados qué derechos 
fundamentales de la persona se podrían 
estar vulnerando como consecuencia de 
una vacunación obligatoria, he intenta­
do averiguar si existía algún pronuncia­
miento jurisprudencia! del Tribunal 
Constitucional al respecto. Sin embargo 
no existe ninguna sentencia que analice 
la posibilidad de vulneración de algún 
derecho fundamental de la persona. Así 
pues, debemos acudir a supuestos que 
guarden alguna similitud con la cuestión 
que se plantea. 

CRITERIOS CONTRADICTORIOS 
Cuando analizamos supuestos que 

guardan similitud con el problema que 
se plantea, y en los que el Tnbunal 
Constitucional se ha pronunciado, nos 
encontramos con criterios contradicto­
rios, como voy a tratar de mostrar a 
continuación. 

Derecho a la vida 
El Tribunal Constitucional, analizan­

do el derecho fundamental a la vida 
(artículo 1 5  de la Constitución Española) 
en un supuesto de huelga de hambre 
reivindicativa, en concreto, en su Sen­
tencia de 27 de Junio de 1 990, nos viene 
a decir que la asistencia médica obliga­
toria -que guardaría una similitud bas­
tante importante con la cuestión que nos 
ocupa- no vulnera el derecho funda­
mental a la vida porque entiende que ese 
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derecho no incluye el derecho a prescin­
dir de la propia vida en cuanto que tiene 
un contenido de protección positiva que 
impide configurarlo como un derecho de 
libertad que incluya el derecho a la pro­
pia muerte. 

En esa sentencia el Tribunal Consti­
tucional interpreta que el artículo 15 de 
la Constitución no garantiza el derecho a 
la propia muerte y no considera que 
pueda haber tortura o trato inhumano o 
degradante hacia aquella persona que se 
ve en la obligación de recibir un trata­
miento médico de forma forzada. Esta 
argumentación la lleva a cabo el Tribu­
nal Constitucional justificando la actua­
ción de la Administración Pública, la 
cual afirma tener como misión la obliga­
ción legal de proteger la vida. 

Esa argumentación es bastante discu­
tible puesto que cabe entender que el 
derecho a la vida no sólo incluye el 
derecho a vivir, sino que también puede 
incluir el derecho a la muerte. Así, 
extrapolando este razonamiento al tema 
de las vacunas, llegaríamos a la conclu­
sión de que la persona debería gozar de 
una entera libertad para decidir sobre si 
debe vacunarse o no. 

Derecho a la integridad física y moral 
Respecto al derecho a la integridad 

física y moral, el Tribunal Constitucio­
nal se ha pronunciado en sentido contra­
rio al de la sentencia aludida más arriba; 
veámoslo. El Tribunal Constitucional 
establece que no es posible utilizar la 
fuerza física con la finalidad de practicar 
pruebas médicas o implantar tratamien­
tos a una persona, ya que entiende que se 
estaría vulnerando el derecho a la intimi­
dad e integridad física o corporal, y que 
sólo es posible llevar a cabo tales trata­
mientos o pruebas médicas si existe el 
consentimiento expreso de la persona. 
Frente a ese derecho individual se impo­
nen solamente unos límites: los de salva­
guardar el interés social y el orden públi­
co. Llegados a una situación como ésta, 
es decir, la protección prioritaria del 
interés social y el orden público, sólo 
mediante una orden judicial sería posi­
ble practicar una prueba médica o im­
plantar un tratamiento, y esa orden judi­
cial solamente se puede basar en el inte­
rés público, que a su vez debe tener 
como límite el respeto a la dignidad de la 
persona. 

En definitiva, estableciendo un para­
lelismo con la vacunación obligatoria y 
desde el punto de vista del derecho a la 
integridad física y moral, parece ser que 
para obligar a una persona a vacunarse, 
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el Tribunal Constitucional entendería ne­
cesaria la existencia de una orden judi­
cial con los límites y finalidad ya men­
cionados. Fuera de este supuesto parece­
ría bastante discutible que la vacunación 
pudiera ser obligatoria. 

En todo caso no debemos olvidar que 
el Tribunal Constitucional también dice 
no existir ningún trato degradante para 
quien recibe una asistencia médica obli­
gatoria, puesto que si la misma se ajusta 
a la lex artis, sería totalmente lícita en 
tanto que su propósito no sería provocar 
sufrimiento, sino prolongar la vida. Aho­
ra bien, cabría plantearse si las vacunas 
prolongan la vida de las personas, puesto 
que de no ser así, es evidente que no sería 
lícita una vacunación obligatoria. 

Derecho a la libertad 
El Tribunal Constitucional ha tenido 

también oportunidad de pronunciarse 
respecto a si recibir un tratamiento mé­
dico o terapéutico vulneraría otros dere­
chos fundamentales de la persona, como 
es el derecho a la libertad personal, que 
guarda relación con el tema que nos 
ocupa. Al entender que ese derecho no 
incluye la libertad de rechazar tratamien­
tos médicos o terapéuticos, el Tribunal 
Constitucional establece que no se vul­
neraría este derecho, un criterio bastante 
discutible, puesto que es evidente que sí 
se vulnera, dado que debe predominar el 
ejercicio de la libertad personal, al cual 
sólo sólo es posible ponerle como límite 
los derechos colectivos. 

Derecho a la intimidad personal 
Respecto al derecho a la intimidad 

personal, el Tribunal Constitucional 
manifiesta que la asistencia médica obli­
gatoria no vulnera este derecho, siempre 
y cuando tal asistencia tenga como fina­
lidad la preservación de la vida .. En sen­
tido contrario se pronuncia algún magis­
trado, emitiendo un voto particular que 
dice que la asistencia médica por sí sola, 
no garantiza el objetivo de salvar la vida, 
siendo posible que la alargue de forma 
innecesaria, en cuya consecuencia se 
estaría vulnerando el derecho a la intimi­
dad y a la libertad personal. 

Con respecto a las pruebas biológi­
cas, el Tribunal Constitucional estable­
ce que no es posible utilizar la fuerza 
para practicar pruebas biológicas, pues­
to que se estarían vulnerando el derecho 
a la integridad física y a la intimidad 
personal, y que sólo es posible llevar a 
cabo pruebas biológicas con el consenti­
miento expreso de la persona. 

Por último, cabe hacer una breve men-
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ción a la postura del Tribunal Constitu­
cional respecto al sometimiento a explo- . 

raciones ginecológicas que pudieran es­
tar vulnerando el derecho a la intimidad 
personal -que incluye el de la dignidad 
personal-, manifestándose en el senti­
do de que, puesto que ha de prevalecer el 
interés colectivo frente al individual, es 
lícito llevarlas a cabo, si bien con las 
siguientes condiciones: necesidad de una 
orden judicial fundamentada en la pro­
tección del interés público (por ejemplo, 
abortos, tráfico de drogas, etc.); propor­
cionalidad entre el sacrificio del derecho 
al que se atenta y los principios legales 
que se defienden; llevarse a cabo tales 
pruebas mediante personal especializa­
do y que no supongan una degradación o 
falta dt< respeto a la dignidad personal. 
Elementos, todos ellos, difíciles de con­
jugar para asegurar la licitud de la prác­
tica obligatoria de dichas pruebas. 

Por lo expuesto hasta aquí, si tuviése­
mos que contestar a la pregunta ¿es obli­
gatoria la vacunación?, entiendo que, 
como norma general, y a través de las 
diversas opiniones jurisprudenciales sólo 
cabe la posibilidad de que sea obligato­
ria cuando pueda afectar al interés gene­
ral y colectivo; si éste no está en peligro, 
no puede afirmarse que tenga que ser 
obligatoria la vacunación. 

ASPECfOS 
DE lA LEGISIACION ESTATAL 

Para llegar a una- conclusión sobre la 
obligatoriedad de las vacunas par­

tiendo de la legislación estatal, tomare­
mos inicialmente como referencia una 
ley de rango superior: la Ley Orgánica 3/ 
86, que en su artículo 2 establece que las 
autoridades podrán tomar cualquier tipo 
de medida para preservar la salud públi­
ca, con el único requisito de que existan 
indicios racionales de que la misma se 
encuentra en peligro. 

Es evidente que nos volvemos a en­
contrar con el límite de los derechos 
colectivos, puesto que esta Ley sola­
mente permite adoptar medidas cuales­
quiera (sin aclarar o especificar cuáles 
pueden ser) en aquellos supuestos en 
que puedan existir epidemias o situacio­
nes similares que puedan poner en peli­
gro la situación sanitaria de toda la po­
blación; fuera de estos supuestos no ca­
bría la obligatoriedad de someterse a 
tratamiento médico alguno. 

Derecho a negarse a un tratamiento 
Prosigamos, en orden jerárquico des­

cendente, este análisis de nuestra legis­
lación. La Ley General de Sanidad esta-



blece en sus artículosl O. l y 9, unos lími­
tes a la adopción de medidas sanitarias 
de carácter general, siendo éstos el dere­
cho a la personalidad, la dignidad e inti­
midad de las personas. Pero si nos dete­
nemos en el artículo 1 0.9, veremos que 
se establece de forma clara y contunden­
te que toda persona tiene derecho a 
negarse a un tratamiento, excepto cuan­
do tal negación pueda implicar un riesgo 
para la salud pública. La única cuestión 
difícil de resolver es cuándo se está ante 
una situación de riesgo para la salud 
pública; a excepción de ésta, es evidente 
qtie nadie puede ser obligado a recibir 
tratamiento médico; 

Todavía dentro de la Ley General de 
Sanidad, encontramos en su artículo 1 8  
una referencia a l a  vacunación, aunque 
de forma muy breve, puesto que dispo­
ne, en cuanto a las actuaciones sanita­
rias, que se establecerán programas de 
vacunación, pero nunca su obligatorie­
dad, pues sólo será posible cuando exista 
o se sospeche un riesgo inminente y 
extraordinario para la salud pública. Tales 
medidas obligatorias sólo pueden tener 
una urgencia y vigencia temporal, pro­
vocada, por tanto, por causas tempora­
les, debiendo ser necesario que desapa­
rezcan dichas medidas una vez ya no 
existan las causas que ponían en peligro 
de forma inminente y extraordinaria la 
salud pública. 

Por otro lado dentro de esta misma 
Ley, en su artículo 28, se regula que no 
se podrán tomar medidas preventivas 
obligatorias cuando conlleven riesgos 
para la vida. Relacionando este artículo 
con la vacunación obligatoria, cabría 
concluir que no sería posible la adopción 
de medidas que conllevasen la vacuna­
ción obligatoria, puesto que, científica y 
empíricamente, se ha demostrado que la 
vacunación conlleva el riesgo de con­
traer la enfermedad de la que se intenta 
proteger al vacunado. Para imponer una 
vacunación obligatoria, sólo existiría la 
duda de si tal riesgo es total o mínimo. 

A través del análisis de la legislación 
estatal, la conclusión a la que se llega es 
que la ley establece medidas sanitarias 
obligatorias previstas para supuestos 
excepcionales, pero no para una situa-

ción de normalidad. Por ello la vacuna­
ción, como medida sanitaria habitual, no 
respondería al criterio de medida sanita­
ria obligatoria y permanente. debido a 
que la vacunación conlleva el riesgo de 
contraer la misma enfermedad contra la 
que se quiere proteger a la persona, tam­
poco respondería a ese criterio. Por tanto 
la vacunación no puede ser obligatoria 
ni en situaciones de excepcionalidad ni 
de habitualidad. 

LEGISlACIÓN AUTONÓMICA 
DE CATALUÑA 

Antes de entrar a analizar la legisla­
ción de una de las comunidades 

autónomas, concretamente la de Catalu­
ña, es necesario relatar un hecho ocurri­
do en la demarcación de Girona: La 

escrito, y que tales medidas obligatorias 
sólo pueden tener una vigencia tempo­
ral. El mencionado precepto es bastante 
confuso y puede conducir a una confu-

. sión, ya que no aclara si después de 
cumplir con la obligación de informar a 
los padres, y de que éstos muestren su 
disconformidad, sigue existiendo la obli­
gatoriedad de la vacunación o no. La 
lógica nos conduciría a pensar Gue si los 
padres no están conformes, la vacuna­
ción no puede ser obligatoria, postura 
que viene confirmada por la Resolución 
de 29 de junio de 1 98 1  que en su artículo 
5 establece el requisito de solicitar a los 
padres autorización expresa antes de 
proceder a la vacunación. 

En definitiva, la legislación autonó­
mica nos conduce nuevamente a con-

directora de un colegio público, por tan- cluir que no es posible una vacunación 
to dependiente de la Administración Pú- obligatoria, excepto cuando se dan su-
blica, planteó a ésta la siguiente cuestión puestos de peligro para la salud pública 
(alDepartamentd'Ensenyament, Depar- en general. 
tamento de Enseñanza de la Generalitat) : , 
¿es obligatorio que los niños se vacunen .. CONCLUSION 
o que tengan que aportar el Carnet de ¡\ ' �l"'ii'\ esp�és del análisis efectuado en los 
Vacunación? A tal cuestión se le contes- U apartados anteriores, ya no es difí-
tó que no era obligatorio, y que para éil responder a la pregunta ¿es obligato-
evitar la vacunación sólo era necesario ria la vacunación? La respuesta es que la 
que por parte de los padres se manifesta- vacunación será obligatoria siempre y 
ra por escrito que se oponían a la vacuna- cuando exista un peligro de carácter in-
ción, y que con ello era suficiente para minente y extraordinario para la salud 
cubrir este requisito de carácter sanitario pública, y que la adopción de medidas 
puesto que el 80 % de la población se sólo puede tener una vigencia temporal, 
encontraba ya vacunada, y por tanto no cuya duración no puede ir más allá de la 
existiría ningún riesgo. Este relato nos de las causas que hubieran originado el 
da por sí solo la contestación respecto a peligro contra la salud pública, debiendo 
si la vacunación es obligatoria o no. desaparecer tales medidas tan pronto 

No obstante entremos a analizar lo como las causas hayan desaparecido, 
que dice concretamente la legislación puesto que en caso contrario serían total-
autonómica respecto a la supuesta mente ilegales y vulnerarían el derecho 
necesariedad y obligatoriedad de la va- a la integridad física, a la libertad y a la 
cunación. Sólo encontramos una refe- intimÍdad personal. 
rencia en el artículo 8.f de la Llei Puesto que, como norma general, el 
d 'Ordenació Sanitaria de Catalunya, en hecho de no vacunarse no implica un 
la que se hace mención al desarrollo de riesgo para el resto de la sociedad, debe 
programas de vacunación, pero en nin- prevalecer en consecuencia, y. fuera de 
gún momento a su obligatoriedad. los supuestos ya mencionados, el dere-

La Orden ( Ordre) de 2 1  de octubre de cho a no vacunarse y que, cuando se trate 
1991 sobre programa de salud escolar de menores o niños de corta edad tal 
establece que en el supuesto de necesi- decisión sea tomada por los padres, que 
dad de administración de vacunas, debe en definitiva tienen la obligación de ve-
informarse a los padres, que en caso de lar por la educación y la salud de sus 
disconformidad deben manifestarlo por hijos. O 
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